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1a Judicatura de Santander, dentro de la indagación que por e1)
delito de prevaricato por acción se adelanta en su contra.           i

HECHO S :

A partir de lo precisado por la Delegada Fiscal en la sesión

de a.udiencia, durante la cual sustentó 1a solicitud de preclusión
en beneficio de los indiciados, se tienen como tales los siguientes:

1.       Mediante   fállo   de   enero   21    de   2O16,   la   Sala

Disciplinaria   del   Consejo   Seccional   de   la   |Judicatura   de
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Santander,    declaró    disciplinariamente    responsable    a   1
abogada Clara Elisa Angarita Escorcia, por lo que le impuso lq

sanción  de  suspensión  en  el  ejercicio  de  la  profesión  por  el
_

término de dos  (2)  meses  señalada en el articulo 43 de la Leri

1123  de 2007,  al encontrarla inmersa en la fáJ.ta a la debid

diligencia profesional prevista en el numeral  lO del articulo 37

del mismo estatuto disciplinario1.

La  decisión  fue  adoptada  en  Sala  mayoritaria
:: pPoOnre;OtiMagistrados JUAN PABLO SILVA PRADA en calidad

y JESÚS MARÍA SANTODOMINGO OCHOA, con salvamento de

:: tOs oep::ttiódOenP :: :iadsOiCsttt:rncCi=:eeliOa Tt::::aMae=adOaZ:d:eO::aO2d]l;

:¿;::l:`` l

pacto de cumplimiento de mayo 5 de 201 l , en la acción popu1

que  se  adelantaba  en  el  Juzgado  Sexto  Administrativo
Bucaramanga  bajo  el  radicado   201O-OO277,   en  contra  deri

municipio   de   Bucaramanga,   al   cual   representaba   como
apoderada3,   con  ocasión  de  un  contrato  de  prestación  del

servicios celebrado entre la profesional y la entidad territoria1.

2.       E1  2   de  mayo   siguiente,   al  resolver  el  grado   d

consulta   que   procede   legalmente,   la   Sala   Jurisdiccionall

Disciplinaria  del  Consejo  Superior  de  Judicatura  de  Bogotál

confirmó 1a sentencia proferida en contra de la sancionada. Nol

obstante, dispuso compulsar copias para que se investigara la
eventual   responsabilidad   penal   de   los   Magistrados   SILVÁ

PRADA   y   SANTODOMINGO   OCHOA   por haber   dejado   delli

aplicar  el  parágraíó  del  artículo  43  de  la  Ley  1123  de  2OO7ll

1  Fols.198yss.  delc.  anexo No.  2.
2  Fols.  211  y  ss.  ,'bz'c!em.
3 Fol.141  del c.  anexo 4.
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(Código  Disciplinario del Abogado),  noma que  se debió tener
en   cuenta   a  efectos   de   tasar  la   sanción,   al   prever  una
suspensión en el ejercicio de la profesión de seis (6) meses a (5)

años  cuando  los  hechos  que  originan  la  imposición  de  la

sanción tienen lugar en actuacionesjudiciales de abogados que

se  desempeñen o  se hayan desempeñado como  apoderados o

contrapartes de una entidad pública, limitándose la senten
a sancionar a la profesional en el monto mínimo de suspensi
establecida en  el  articulo  43  jbz®cZem  (dos  meses),  esto  es,

tener  en  cuenta  el  incremento  previsto  en  la  agravante  q
objetivamente procedía dado que la profesional representaba

municipio de Bucaramanga en el litigio referido4.

ANTECEDENTES PROCESALES :

mte :sta sE:ad1:1sep:cbirÍ 2dle dperi2mOelrsa9 ::sFt1=:ia:érPatid:cOó ::::cgi:ud]
de preclusión  de ir]vestigación en favor de los  doctores JUAN

:SM:NUGAgPABLO   SILVA   PRADA   y   JESÚS   MARÍA   SANTOD

OCHOA,  dentro  de  la  presente  indagación  por  el  delito  d

prevaricato por acción5.

2. El 4 de septiembre de 2019 se llevó a cabo la audienci

de    sustentación,    en   la   cual   el   representante   del   entd
investigador eJpuso las razones que sustentan su petición de

preclusión para los dos indiciados. Culminado ello, se concedió
el  uso  de  la  palabra  a  los  demás  intervinientes ,para  qu
expresaran su opinión con respecto a lo deprecado.

4 Fols.154y ss.  delc.  anexo 2.
5Fols.1yss.  delc.o.1.
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FUNDAMENTOS DE LA SOLICITUD:

La  Fiscal  Séptima  Delegada  ante  esta  Sala  solicitó  1

preclusión de la indagación con fundamento en el numera1
del articulo  332  de  la Ley 906  de  2004,  por #Za eJ"'ste7tcía c!q

una causaZ que excluga l,a resporLsabítidad, de acmerdo corL el

CÓcZt'go  Perici!JJ,  en  este  caso,  por  obrff  los  indiciados  en  laj

prevista   en   el   numera1   10O   del   artículo   32   del   estatut
sustantivo.      Subsidiariamente,      pero      con      la      mism
ffgumentación,  pidió 1a aplicación del numera1 4O  del mismo

canon procesal en  cita,  por {tcittÍ,t'ct'c!czcZ c{e  Zcz co7icZuctciJ;.

A   juicio   del   ente   acusador,   si   bien   los   elementos

materiales probatorios e informaciones recaudadas durante l
etapa    preliminar,    permiten    establecer    objetivamente    l

contrariedad entre la conducta desplegada por los indiciados

iri__

1a ley, principalmente los interrogatorios de los dos indiciado§

y  las  entrevistas   del  magistrado   Camelo  Tadeo   Mendozd
Lozano, quien salvó el voto frente a la decisión que se tilda de

prevaricadora, asi como de las colaboradoras de los indiciadoS
lvette Lucia Pinto Borja, Nayibe Navarro Rivera y Libia Zamara

lJaimes  |Jaimes,  refulge  diáfano  también  que  dicho  actuar,i
aunque errado y revestido de una concreta fálta de diligencia,l

no hubiera ocurrido de no ser por un error de tipo vencible, en

la medida en que la conducta reprochada se concreta en undi
fálta de cuidado al juzgar una situación, cuyo resultado generó
un  error  en  la  sanción  impuesta  a  la  abogada  Clara  Elisa
Angarita Escorcia.
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Argumentó en ese sentido que para que una conducta sea
tipica,  no  basta  con  la  configuración  de  los  elementos  de

naturaleza objetiva contenidos en la conducta punible descrita

en la ley, sino que, ¿idemás, se debe cumplir con el ingrediente

subjetivo, lo cual significa que el sujeto activo actúe con dolo,

dicho de otro modo:  conociendo todos los elementos del tipo y

queriendo Su realizaciÓIiL.

A  ese  respecto,  añadió  que  el  dolo  debe  materializarse

frente   a  todas   las   circunstancias   constitutivas   del  ilícito,

porqne  ttsi fiaha esa concreción, o el ac±or se equiuoca sobre la
stiLiación, de m.odo que reatiza algo disti,n±o de lo que preterLde,

erúorLces rLo acíúa en forma dol,osa g su proceder se debe ubicar

en el abairico de los distirúos erTores, g  si ese error sobreuierLe

d.e utLa presert±ación,  de urLa represenlaciórL falsa,  como  aquí

acort±eció, o de urLa falta de represen±ación, rLos encon±ramos en

eZ   error   de   tipo.   Y   si   se   acepta   que   l,os   MagistrcLdos   se

equiuoccLron, el efiec±o de ese error al excl,uir el dolo, se torna en

una     conduc±a     excu,sabl,e     y     por     el,lo     exclugertie     de

responsabilidad al saberse que la corLducla de preuarica±o rLo

acepta l,a modalj,dad c"lposa opercmdo ert±onces l,a causal deZ
rtum,eral l OO del artí,cul,o 32 de l,a Leg 599 de 20OO%.

Conforme    al    aná1isis    de    los    elementos    materiales

probatorios  se  puede  concluir,  entonces,  que  los penalmentel

perseg\iidos  rLo  a.ctuaron  con  leL  ttintención  dirigida,  torcida,
corrupta o  direccionada a uulnerar la Zeu''7,  corno  de  eHo  dan

cuenta  las  entrevistas  realizadas  a  quienes  fungieron  como

ó Récord,  a partír 49',  cd.  1  de la audiencia de sustentación de preclusión.
1  Idem.
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colaboradores en el despacho del Magistrado ponente, y las de
los procesados mismos, quienes aceptaron su error.  En el caso

de JUAN PABLO SILVA PRADA excusándose en la carga laboral

no solo suya sino de todos sus subordinados, fá1ta de personal,

proximidad de la prescripción de la acción disciplinaria y a que,

pese a su amplia experiencia en materia sancionatoria, nunca
se vio en la necesidad de dar aplicación al parágraíó del artículo

43  del  Código  Disciplinario,   lo  que  de  contera  produjo  la

desatención en la providencia, amén de que si hubiera querido
favorecer a la abogada Angarita Escorcia hubiera propiciado la

(

prescripción de la acción disciplinaria, dispuesto su absoluciónl
o impuesto una sanción más leve.

En    lo    atinente    a   JESÚS    MARÍA    SANTODOMINGO

OCHOA,  también  es  comprensible  su  situación,  prosiguió  1a

Delegada   Fiscal,    por    cuanto    para   adoptar   la   decisión

sancionatoria    se    hizo    menester    conformar    sala    trial,

consecuencia directa de la discrepancia del Magistrado iJUAN

PABLO   SILVA   PRADA   con   su   homólogo   Camelo   Tadeo

Mendoza   Lozano,   con   quien   inicialmente   se   tomaban   las

decisiones  en  sala  dual,  pues,  en  tanto  el  primero  estaba
convencido de la responsabilidad de la disciplinada, el segundo

consideraba lo contrario, por lo que fue llamado a conformar la
l

sala  en  remplazo  de  la  titular  del  despacho  Martha  lsabell'

Rueda Prada,  como  quiera que esta ú1tima se encontraba enli

una licencia de estudios.                                                                           ii

De acuerdo con lo manifestado en su interrogatorio, apoyó l

el   proyecto   sancionatorio   de   su   par  JUAN   PABLO   SILVAi

PRADA,    pero    que    dada    su    inexperiencia    en    asuntos
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disciplinarios y a que las discusiones siempre se centraron en
\

determinar la responsabilidad disciplinaria de la enjuiciada y
no  la  sanción  que  debía  aplicarse,  incurrió  en  el  yerro  de

pretermitir el agravante previsto en el parágraíó del artículo 43
de la Ley  1123  de 2OO7,  a lo cual se  sumó el exceso de carga

laboral de esos despachos.

Para la Fiscala, entonces, en razón a que se está frente a
la ausencia del elemento subjetivo de orden doloso exigido para

el delito de prevaricato por acción, y toda vez que dicho punible

no acepta la modalidad culposa, es pertinente proceder con la

preclusión de la investigación en favor de ambos indiciados.

INTERVENCIONES EN LA AUDIENCIA:

1. El apoderado de la víctima:

No se opuso a la solicitud de preclusión. Consideró que la

representante de la entidad investigadora demostró, más a11á

de toda duda razonable, siendo el grado de conocimiento propiol

de este estadio procesal de acuerdo con lo exigido por la Salaí

de Casación Penal y esta Sala Especial, las causales alegadasl
tendientes a terminar anticipadamente el proceso.                       l

Soportó   su   aserto   en   los   elementos   de   convicciónl

recolectados por la Fiscalía, los cuales hacen notar la ausencial

del requisito subjetivo del tipo en la conducta investigada, orai

por el derrotero del numera12O o por el de140 del artículo 332
de  la  Ley  9O6  de  20O4,  que  a  su juicio  permiten  concluir  lol

l

mismo, esto es, la atipicidad en el obrar de los encartados.        i
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Para sustentar su postura, argumentó que el prevaricato

por  acción  ademá.s  de  ser un  tipo  penal  que  requiere  de  un
sujeto  activo  calificado,  demanda  la  configuración  de  unos

elementos  adicionaJes  a  efectos  de  su  tipificación:  por  una

parte,  la  acreditación  dcl  dolo  y,  por  otra,  se  constate  una
finalidad corrupta en el comportamiento reprochable bien sea
amediarúe  prueba  dj,rec±a  de   el:1o   o   a  tTaués   de  irLferencia

razonable]' .

2.      El procesado JIUAN PABLO SILVA PRADA-:

Empezó  su  disertación  excusándose  por lo  acontecido y
arguyendo  que  si  bien  es  ideal  que  los  administradores  deÍ

(

justicia sean acertados en sus decisiones, no poseen el don de¡
1a inefabilidad.                                                                                                  i

De ese modo, factores como la carga laboral inequitativa,
la    ausencia    de    personal    suficiente    para    a_tender    los
requerimientos    en    los    despachos,    la    imposibilidad    de
actualizarse de forma adecuada y las amenazas de prescripción
de los procesos, conducen a los operadores jurídicos a incurrir,
ocasionalmente, en yerros indeseables.

Por otra parte, añadió que,  aun cuando el parágrafo del
artículo   43   de   la  Ley   1123   de   2007   se   encuentra   en   la

codificación disciplinaria, su aplicación en la realidad es nula.

Se  trata  de  una  norma.  en  desuso,  inclusive  en  casos  de

trascendencia naciona1; tanto así,` que jamás en su experiencia

sancionó teniendo en cuenta esa agravante y sin que e11o fuerai

corregido    o    mencionado    por    el    superior    en    anteriores(

oportunidades.
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Pese a que aclaró que la compulsa de copias y la de su par
no se puede considerar como una persecución en su contra por

parte del Consejo Superior de la Judicatura, máxime cuando
la  relación  con  su  czcZ  gtáem  es  de   íí¿cis  mejoresJJ,  si  echa  de

menos que al confirmarse la decisión y advertirse el error no se

hubiera   reformado   la   providencia,   como   quiera   que   esa

Corporación actuaba en grado de consulta y no de apelación,

por cuya razón no existía la prohibición de la rio7t re/ormat{'o t'7t

peius.

En esa medida, no se puede hablar de lesividad efectiva a

la administración judicial ni a la abogada disciplinada, quien,
en Ü1tirnas, por el cor\trario , t{ se ui.o beneficiacZa con la decisiónj',

motivo   por   el   cual   no   habrá   ningún   tipo   de   demanda

patrimonial en contra del Estado, puesto que si alguien resultó
1esionado  fue  la sociedad por  la expectativa de  imponer una

suspensión mayor.

Señaló  que  su único  propósito  fue  el  de  sancionar  a la

abogada y evitar la prescripción de la acción disciplinaria, pero

dicho  ejercicio  apresurado  condujo,  infortunadamente,  a un
craso error, en la medida en que la suspensión aplicable debía

partir de 6 meses y no de 2. Situación sumamente penosa para
él,  máxime  cuando  fue  el  ponente  de  la  decisión,  lo  cua1  1o

conduce a la autocrítica y reflexión.

3.  Defensa  conjunta  de  los  indiciados  JUAN  PABLO
SILVA PRADA y JESÚS MARÍA SANTODOMINGO OCHOA:

Coadyuvó 1a solicitud de preclusión sustentada en las dos
causales propuestas. En su sentir, aunque se cometió un error
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al dosificar la sanción disciplinaria, este fue de orden vencible,

porque    sus   prohijados   no   fueron   conscientes   de   estari
vulnerando el bien juridico protegido de la recta y equilibradá
administración de justicia. A la par, se configura la atipicidad
de la conducta por íá1ta de dolo directo,  en la medida en que
sus representados no actuaron con  ¿ímczJícz'cz o mcz¿ci /eJJ.

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia:

Le  asiste  competencia  a  la  Sala  para  decidir  sobre  la!

solicitud  de  preclusión  deprecada  por  la  Fiscalía   Séptima(

Delegada ante  la Corte  Suprema de Justicia,  en favor de  los¡

doctores   JUAN    PABLO    SILVA   PRADA   y   JESÚS    MARÍ4

SANTODOMINGO  OCHOA,  quienes  para  el  momento  de  los!
¡

hechos   atribuidos   fungian   como   Magistrados   de   la   Sala

iJurisdiccional   Disciplinaria   del   Consejo    Seccional   de   ld

iJudicatura  de   Santander,   atendiendo   a  lo  previsto   en   el

articulo  234,   numera1  4O,   de  la  Constitución  Politica  y  a1

numera16O del artículo 32 de la Ley 906 de 2004, modificadosi

por el articulo 3O del Acto Legislativo No.  Ol  de 2018.

Así mismo y en tanto concierne a la Fiscalia General de la

Nación  solicitar la preclusión  de  la investigación  de acuerdo l

con   los    artículos    250-5   y   251-1    de    la   Carta   Po1ítica,

modificados por el artículo 3O  del Acto IJegislativo O6  de 2O11,

en correspondencia con lo previsto en el articulo 331  de la Ley

9O6 de 20O4.
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través de mediQs objetivos.

Pues bien, en la presente actuación se acreditó en debida

forma que  los  doctores JUAN  PABLO  SILVA PRADA y JESÚS

MARÍA SANTODOMINGO OCHOA, para cuando suscribieron la

decisión que se tilda de prevaricadora, se desempeñaban como

Magistrados de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo

Seccional de la Judicatura de Santander.

Asi, en lo que atañe al Magistrado SILVA PRADA se tiene

que  Í'ue nombrado  conforme  al Acuerdo  O19  de  marzo  22  de
2OO7,  suscrito  por  el  presidente  del  Consejo  Seccional  de  la

Judicatura  del  Magdalena8,   cargo  en  el  que  se  posesionÓ

mediante acta número O231 de1 29 de mayo de 2OO79. También

se cuenta con la Resolución O13 de febrero  17 de 2012, por la

que  se  autoriza  su  trasladado  en  propiedad  hacia  la  Sala
Jurisdiccional   Disciplinffia   del    Consejo    Seccionál   de   lal

iJudicatura de Santander10,  cargo del que tomó posesión e1 28 l

de  febrero  de  201211  y  que  desempeñó  para la fecha  en  quei

suscribiÓ   1a  decisión,   conforme   constancia  firmada  por  lal

secretariajudicial de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior i

de la |Judicatura12.

8  Fo1.1O  del  c.  anexo  1.
9  Fol.11  íbíc!em.
10  Fo1.   12  y  ss.  z'bt'dem.
11  Fol.   14  ['bt'c!em.

i2  Fol.   15  i'b¿c{em.
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En cuanto al doctor SANTODOMINGO OCHOA, obra que

ejerció  el  cargo  de  Magistrado  del  Consejo  Seccional  de  lal

Judicatura de Santander desde e129 de julio de 2O1513 hastal

la misma fecha de 2O 16, con ocasión de la licencia de estudiosl

concedida a la doctora Martha lsabel Rueda Prada, Magistrada
titular del despacho.  Para tal  efecto  se  cuenta en el plenario

con  el  Acuerdo  153  de  diciembre  g  de  2014,  suscrito  por  el

Presidente del Consejo Superior de la Judicatura de Santander,

que designa en provisionalidad al prenombrado por el término
aludido 14.

Habiéndose    acreditado    la    caJ.idad    foral    de    ambos

procesados,   se   concluye   que  la  Sala  es  competente  para
conocer de la solicitud de preclusión en su favor.

2. De la preclusión:

De acuerdo con los artículos 331  a 335 de la Ley 906 de

2OO4, la preclusión de la investigación a solicitud de la Fiscalia
'l

podrá ser declarada por el juez de conocimiento en cualquierli
etapa   procesal,   inclusive   antes   de   la   formulación   de   la
imputación,  siempre  y  cuando  se  acredite  cualquiera de  las

causales señaladas en el artículo 332 del mencionado estatuto

procesal

En  ese  sentido,  surge  la  obligación  en  cabeza  del  ente
investigador de  especificar tanto  los  elementos  íácticos  como

1os  jurídicos   que   circunscriben   la   causal   invocada,   cuyal

i3  FolI  21  ,'b¡c!eml
i4  Fo1.   17  íbíc!em.
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configuración  debe  operar en  grado  de  certeza si  se  tiene  en

cuenta que la teminación en forma anticipada del proceso por
esta vía hace tránsito a cosa juzgada, según lo expuso la Sala

de   Casación   Penal   de   la  Corte   Suprema  de  Justicia,   en

frecuentes pronunciamientos :

'<dAeCer:andeer: Purnea:::O:n #SperfeegdoOnS± ftqn=eP:sdetnmC:egs::ndd::ti:n:al

:::;Stsr:;'rOensPu¿ecno;pdreo :aacC7aoun:aeZz %UnOaCoandaO:odí:¡Oc:aOz qeus;aS:oP;p"et,::: Í
a continuar eZ trámtie.

Sobre el pariicular, esto dijo 1.a Sala en serúencia del 25 de iTLago de

20O5, radicad,o 22.855:

t'Significa lo  cmíerior que la at±emctii,iJa de porLer fin al proceso porJi

esta uía supone l.a eristencia de pru,eba de tal erúidad que dsterrnlne
de mci,nera conclugeiúe Za ausencia de in±erés del Estado erL agotar
toda la actu,aciórL procesal preiJísta por el legislador para ejercer Za
accj,órL perLal, dcmdo paso a un meccmismo extraoTdinario por viTtud
del cual pueda cesci.r de rnanera legal la persecmc¿ón pena1» (CSJ
AP, jun.  24  de  20O8,  rad.  29344;  AP,  sept.  27  de  201O,
rad.  34177; AP, ju1.  24 de 2O13, rad.  41604 y AP357, en.
25 de 2017, rad. 49196).

Por consiguiente,  la solicitud de preclusión a instanciasi

del   ente   investigador   le   impone   la   estricta   necesidad   de

recolectar elementos  de  convicción tendientes a demostrar laÍ

causal o las causales alegadas, con la finalidad de probar, de
manera cierta y más al1á de toda duda razonable, la solidez de

su    tesis    argumentativa,    excluyendo-   cualquier   resultado
diferente de continuarse con la acción pena1. Así 1o ha reiterado

esa misma Colegiatura:

ttsegú:n eZ ariícul,o 25O de la Consti,hción Potífica, modifiwado por e

Acío  Legislatívo  No  OO3  de  20O2,  Za Fiscalía  General de la Nación
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tiene  Za  obligación  de  adelcm±ar  el  ejercicio  de  l,a  acción  penal  y

recilizaT    l.a    inuestigación    de    los    hechos    que    reuistcm    las

caTac±eristicas  de  un  deli±o  que  lleguen  a  su  cor;ociri;i¿"±o.   S

embaTgo, el rrismo artícul.o superioT en su mmera150, facut±a a dicho

órgano para solictiar arT±e el juez de conocímiertio l,a preclusiórL de la

ínvestigación cuando, según lo dispuesto en Za ley, r\o hubi,ese mértio

para acusar. Esa rrisma fac"ltad aparece rei±erada en el arüculo 331
c!e  Zcz Leg  9O6 cZe 2OO4.

La fuerza de  cosa juzgada que  ertiraña l.a preclusión extqe  ciue Za

causal ue la nda se erLcuert±Te demostrada de mcme_ra cieT±a o

eesí ZJe  7leS ec±o de la yrisma exista corLocimierúo__mriés

de toda duda razonab1.e."

44042).

(CSJ. AP4419, ju1.  30 de 2O14, rad. l!

Ahora bien,  en  atención  a lo  deprecado por la Delegada

Fiscal,  la  Sala  se  encargará  de  determinar  el  marco jurídico

conceptual   de   la  conducta  punible   endilgada  y  luego   se
adentrará   en   el   análisis   correspondiente   a   las   causales

invo cadas.

3. El delito de prevaricato por acción:

Como quiera que a ambos procesados se les atribuye la

conducta punible de prevaricato por acción, pertinente resulta
traer a colación el artículo  413  de la Ley 599  de  20OO  que la

reprime, incluyendo el aumento punitivo del artículo  14 de la

Ley 89O de 2O14, cuyo tenor es el siguiente:

"Prevarica±o   por   acctón.   El   servídor   público   que   profiera

resotución, dic±arnen o concepto TrLarifiestcmertie corúrario a la leg ,

incurri.Tá en prisión de cuarerLta y ocho (48) a cierrio cmci.renla g aJ.ctiro

(144) rrLeses, rr"lta de sesert±a g sei.s purt±o seserLta g sei,s (66.66) a
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trescierúos  (3OO)  salcLrios  m;írimos  legales  mensuales  uigerties,  e

inhabili±ación para el ejerc¿cio de derechos y fu.rLciones púbticas de

ochert±a (80) a cierúo cucLrert±a g cucI±ro (144) meses.»

De  la  lectura  del  tipo  penaJ  se  advierte  que,  desde  su

aspecto objetivo, es un delito de resultado que requiere de un
sujeto  activo  calificado,  concretamente,  un  servidor público.

Para su adecuación típica objetiva,  además,  es necesario que

dicho  servidor profiera una resolución,  dictamen  o  concepto

contrario, en forma manifiesta, a la ley.

Significa esto ú1timo que con el actuar del sujeto agente

se  vulnere,  o  contraríe,  en  forma  patente  e  inequívoca,  el

contenido de la norma, al punto que, como lo ha dicho la Sala

de Casación Penal evocando un concepto reiterado:

\

<t(. . .) la resotución, d,icíamen o concepto que es coriTcLrio a la leg de

mcmera marifiesta,  es  aque{1a qiJ,e de  su cortierúdo  se ínfiere  sin
dificutiad aZguna la faua de sindéresi,s g de todo fiJ:ndamerúo para

juzgcLr los supuestos fác±icos y juridicos de urL asurt±o sometido a su
ccmociTrie"lo, rLo por la incapacidad del seri)idor púbtico Tg si por Za

euideiT±e, ostensible y notoria actifiid suya por apartaTse de l.a rLorma

juridica que Zo regula.

La conceptualizacíón de l,a corL±rariedad marifiesta de la resol:ución

con la ley hace rel,ación erilonces a l,as decisi,orLes que sin ringurLa

refleXión O COrL e[1as ofreCen COnCI,uSi,Ones Opuestas a lo que m;ueStrcrn

l,as pmebas o al derecho bajo el cual debe resotverse el asurtio, de
tal  suerte  que  el reconocimierúo  que  se  haga resulta  arbitrario  g
caprichoso   al  proveriT  de   urLa  detíberada  g   mal  i.n±erLcionada

uolLLrL±ad   del   seri,idor   público   por   con±rcwerir   el   ordenamien±o

jurídico ,
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En consecuencia, no caberL erL ella las stmpZes difierencias de critenos

respec±o de urL determinado purt±o de derecho, especialmerLte fre7T±e

a  materias   que  por  su   erLoime   complejidad   o   por   su   rrisma

cmbigüedad admtien diuersas in±erpretaciones u opíniones, pues rLo

puede igrLorarse que en el urriuerso jurídico suel.en ser coi"unes las  iiii
discrepcmcías   aún  erL  temas   que   apare"Íemen±e  rLo   ofrecerian '

dificultad alguna erL su resol:ución.

Como tampoco la disparidad o cort±rouersia en la apreciación de los

medios de corwicción puede seT erigida erL motiuo de corúraTiedad,

iTrie"lras su iJaloración rLo desconozca de manera grai)e g TrLanifiesta

las regZcLs que rtutren l,a scLna cri:fica, pues rLo debe otvj.darse que la

persuasiórL raciorLal  elerTLerL±o  esencíal  de  ella pemi±e  al juzgadoT
uiia  tibertad  rela±iua  en  esa  Zabor,  contraria  e  inexisten±e  em un

si'sfemcz  cZe  tc,7ira  ZegczZ."  (CSJ  AP  4760  de  oct.   31   de  2018,

rad.  49202.  Pronunciamiento  reiterado,  entre  muchas

decisiones, en CSJ SP,  23  de feb.  2OO6,  rad.  23901 y SP

feb.1O  de 2OO7,  rad 26147).

En lo que atañe al elemento subjetivo del tipo, el artículo

21  de la Ley 599  de 2OOO  expone que las conductas punibles

podrán   ser   a  título   de   dolo,   culpa  y  preterintención.   No
obstante, la misma nomatividad enseña que por regla general
los  comportamientos  serán  a título  de  dolo,  salvo  cuando  se

haya previsto expresamente  la culpa o la preterintención,  no

siendo  estos  ú1timos  conceptos  aplicables  para  el  delito  de

prevaricato, toda vez que su realización exige de dolo.

A  ese  respecto,  esa  misma  Corporación  en  diferentes

oportunidades,  ha  señalado  que:   Íípcircz  ¿cz  czJ3mc,cÍÓ7t  cZe¿  c!o¿o

requerido  a fin de profierir un fiaIlo condena±orio por preuaricsto

resul±a imprescindible com;probar que el ci,u±or sabía que ac±uaba
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en    coiilra    del    derecho    g    que,    tras    ese    conocirrierT±o,
iJolu"±ariaTnen±e   dec¿dió   uul.nerarlo.   El  d,olo  preiJaricador  se

configu,ra,  en principio,  con la consciencj.a g el querer proceder
€7t  co7ifrcz  cZe  Zci  Zeg." (CSJ,  SP438, ju1.  3  de  2019  rad.  53651  y

SPju1.  27 de 2O11, rad.  35.656).

4. Caso Concreto:

4.1 De la tipicidad objetiva.

Una vez anaJ.izados los elementos materiales probatorios

y evidencias obrantes en el expediente, advierte la Sala que no

:ee Ss::Ci1:aordelsS CpuúS::inco=:eniao se=n1:icCiOandCoesrnJ1:nAt; ap: LC:n:lICL1;: l
PRADA y JESÚS MARÍA SANTODOMINGO OCHOA, por cuanto l

ambos fungieron como  Magistrados de  la Sala Jurisdiccional l

Disciplinaria   del   Consejo   Seccional   de   la   |Judicatura   de

Santander  para  el  momento  de  los  hechos,  esto  es,  para
cuando  emitieron  la  decisión  que  se  tilda  de  prevaricadora,

como se colige de las actas de posesión suscritas por cada uno

de los encartados y de sus propias entrevistas en las que así 1o

reconocen.

Igualmente,   se   acreditó   que   mientras   los   precitados

desempeñaron los cargos conocieron del proceso disciplinario

2O1301349,  cuyo  origen  se  rernonta  a  una  investigación  en

contra  de   la  profesional  en   derecho   Clara  Elisa  Angarita

Escorcia,  por su inasistencia,  como apoderada del municipio

de Bucaramanga, a una audiencia de pacto de cumplimiento

programada para mayo  5  de  2011,  con  ocasión  de  la acción
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popular adelantada ante el Juzgado  Sexto Administrativo del
Circuito iJudicial de Bucaramanga bajo el radicado 2O IOO277.

También   se   demostró   que,   pese   a   que   el   proyecto

sancionatorio   con   ponencia   del   doctor   SILVA   PRADA   fue

discutido en sala dual por el prenombrado y su par Carmelo
Tadeo Mendoza Lozano, no prosperó inicialmente, en la medida

en que este ú1timo se apartó de lo proyectado al estimar que se

debía absolver a la abogada.

A la par se verificó que, a efecto de tomar la decisión que

en  derecho  correspondía  respecto  del  proceso  disciplinario

201301349,  se  hizo  menester  conformar una  sala tripartita,

razón   por   la   cual   fue   llamado   el   doctor   |JESÚS   MARÍA

SANTODOMINGO  OCHOA,  quien  se  encontraba en remplazo l

de  la  titular  del  despacho  por  cuenta  de  una  licencia  de !

estudios.

Asi,  se tiene que el proyecto sancionatorio con ponencia

del doctor JUAN PABLO SILVA PRADA prevaleció en tanto que

el   doctor    SANTODOMINGO    OCHOA   respaldó   1ai postura

sancionatoria,  mientras  que  el  tercer  integrante  de  la  Sala,

valga  decir,  su  homó1ogo  Carmelo  Tadeo  Mendoza  Lozano,

mantuvo   su   posición   exculpatoria   por   lo   que   presentó
salvamento de voto. De esta forma, el J'uicio de responsabilidad

disciplinaria  en  contra  de  la  abogada  Clara  Elisa  Angarita
Escorcia por haber incurrido en la fálta a la debida diligencia

profesional prevista en el numeral  lO del artículo 37 de la Ley
1123 de 2OO7, adoptado en la sentencia de enero 21  de 2016,

se  tradujo  en  la  imposición  de  la  sanción  consistente  en
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suspensión  de  dos  (2)  meses  en  el  ejercicio  profesional,  de

acuerdo  con  el  inciso  lO  del  articulo  43  del  mismo  estatuto

di s ciplinffio.

De   los   elementos   probatorios   aportados   por   el   ente

.persecutor  también  se  conoce  que  la  decisión  anterior  fue

sometida a grado  de consulta,  siendo confirmada por la Sala

iJurisdiccional    Disciplinaria   del    Consejo    Superior    de    la

Judicatura   mediante   decisión   de   mayo   2   de   la   misma
anualidad.  No  obstante,  en  esa  determinación  dicho  cuerpo

colegiado  compulsó  copias  a  los  aquí  indiciados  por  haber

dejado   de   aplicar,   en   la   imposición   de   la   sanción   a   la

profesional  investigada  disciplinariamente,   el  parágrafo  del
artículo  43   ¿bt~c!em.   El  texto  de  este  precepto  íntegro  es  el

siguiente :

aARTÍCUIJO 43. SUSPENSIóN. CorLsiste en la prohlbición de ejercer

l.a profesión por el témino señalado erL eZ fiallo. Esta sanción oscilaTá

ertire dos (2) meses y (3) tres años.

PARÁG"FO. La sus ensión oscj.1.ará eirire seis meSeS a'nco
czños cuando los  h;echos e  o7i ínen l,a i,mosicj.ón de la sanción

an   l;u czr    eri     CZctuczc¿orLeS del   abo ue   Se
eSem eñe o se ha a d.esem, eñc¿cZo  co77to  cz oderado o cortlTa

de uTLa ertfidad úbZica,,(subraya fuera de texto).

No  se  remite  a  duda,  entonces,  que  para  el  caso  de  la
abogada  investigada  resultaba  imperativa  la  aplicación  del

parágrafo  transcrito  en  la  determinación  de  la  sanción  de
suspensión en el ejercicio de la profesión a la abogada Angarita

Escorcia,  habida  cuenta  que  la  imputación  en  su  contra
versaba (i)  por no haber a_sistido a una actuación judicial -la
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ad:d21:::1: nd:aPaacCctiOo ndep ::umiP:i=:eenst: aP:Oe:=Ta:daae :=iaJ=zagyaOd5o l

Sexto Administrati~vo de Bucffmmga baJo el radicado 2010-l

OO277-y,  en cumto  (ii)  dentro  de  esa actuación judicial  se!

desempeñaba  como  apoderada  de  una  entidad  pública,   al
saber, el municipio de Bucaramanga.                                               i

Siendo ello así,  se ofrece diáfano que la decisión emitidal

por los indiciados al imponer como sanción a Angarita Escorcia;
1a suspensión en el ejercicio de la profesión por e11apso de dos

(2)  meses -nótese que se trata del extremo mínimo del inciso

primero   del   artículo   43   de   la   Ley-   resulta   abierta   y
objetivamente   contraria   al   texto   legal,   por   desconocer   el

contenido del parágrafo de la misma disposición, todo esto pese

a satisfacerse, en los términos vistos, el supuesto de hecho que

regulaba   el   caso   y   que   determinaba   que   la   sanción   de:
l

suspensión  en  el ejercicio  profesional  debió  tasarse  entre un l

minimo  de  seis  (6)  meses  y  un  máximo  de  cinco  (5)  años,l

aspecto que, dicho sea de paso, no ha sido controvertido por lo i{

indiciados, quienes, por el contrario, han aceptado que se trató

de una desatención.

Así  las  cosas,  observa la  Sala  que  para  el  caso  no  solol

resultaba pertinente dar aplicación al contenido del parágrafo l

en comento, sino exigible, pues no se debe olvidar que según el

mandato  constitucional  consagrado  en  el  artículo  230,  los

jueces,    extendiéndose    esto    a   los   Magistrados   y   demás
operadores jurídicos, están sometidos al imperio de la ley.
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Consecuentemente, no se esperaba otra cosa de los aqui
indiciados a que actuaran en armonia con esa Norma Superior,

cuyo contenido no solo se ajusta al criterio normativo de más

alto nivel,  sino que  se  eleva hasta la esfera de los principios

fundamentales  del  Estado  de  Derecho,  como  desarro11o  del

principio de legalidad.

De  ese  modo   lo   ha  precisado   de   antaño   el  Máximo

Tribunal Constitucional, al señalar:

a1.   E;l  principio   constitu.cional  de  la  legalidad  tiene  urLa  dobl.e

condicj,ón de un l,ado es eZ prirLcipio rector del ejercicío del poder g del

io rec±or de1. derecho sancionador.

io rec±or d.el e iercicio del oder se e"tiende e no existe

nción  o   ac±o uedan  desan-oltar  los  servidores
úbticos ue  rLo   esté re s cri±o o  establecido  en

clcrTa recisa en l.a le . Este ¡o  eJC¡' ue todos los
ncriorLari,os     del     Estado     actúen     siem re     Su etándose     aZ

ordenaiTúento urí,dico ue establece la CorLstifucj,ón lo desanollan
las derrLás re

La   consagrac¿ón   corLsti:fiicional   del   princípio   de   legatidad   se

rel.acj,orLa con dos aspec±os básicos y ftndame"±ales deZ Estaáo de

derecho: con el principio de dívisión de poderes en el que el legislador
osten±a  la  condiciórL  de  represert±artie  de  l,a  sociedad  como  foro

potífico  al  que  conaJ.rren  Zas  difererúes  fiJ,erzas  sociales  para  eZ
debci±e g deftnición de las leges que han de regír a l.a comuridad. Y

de  otro  lado,  deftne  la rel,ación  erÚTe  el i,ndiuiduo  y  el  Estado  al

prescribir qu,e el uso deZ poder de coercj,ón será legítimo solamerúe si
está preiJiameyt±e autorizado por la leg. Nadie podrá ser juzgado si.no
confome a 1.as Zeyes preexisterúes al acto qiJ.e se l,e imputa.
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Su posición certiral en la configuracrión del Estcido de derecho corrLo

principio rec±or del ejercicío del poder y coTrLo pri,ncipio rec±or d.el uso
de  las  facul±ades  tarrio  para  legislar  -deftrir  l.o  permtiid.o  g  Zo

prohíbido- COmO ara establec'er las sarLcÍ.ones 1.as cond,iciones de

su  imposiciórL,   hacen  del  prTncipio   de  legcúidad  urLa  i,nstituci,órL

jurid.ica com;pleja confiorme a la uariedad de asuntos que adquiererL
releucmcia jurid;ica. g  a  la rr"l±iplícidad  de formas  de  corúroZ  que

genercz Zcz ¡7?sfífL¿cZo,iaLZ¡c!aLcZ. » (COrte  COnStituCiOnal,  SentenCia

C-710/01, subraya íúera de texto).

Al    margen    de    las    discusiones    de    responsabilidad

disciplinaria que se pudieron esgrimir en la Sala Jurisdiccional
Disciplinaria   del   Consejo   Seccional   de   la   Judicatura   de

Santander  al  momento  de  resolver  la  investigación  bajo  el

radicado 2O1301349,  lo cierto es que prevaleció, por decisión

mayoritaria,  la postura sancionatoria;  razón por la cual y en
consideración precisamente a que la disciplinada actuaba en
representación de una entidad pública, obligado resultaba, se

insiste,   dar   aplicación   al   agravante   del   ya   mencionado

parágrafo del artículo 43 de la Ley 1123 de 2OO7.

Por  consiguiente,   de  la  conducta  desplegada  por  los

indiciados se puede predicar su tipicidad objetiva en el delito

de  prevaricato  por  acción  reprimido  en  el  artículo  413  del

Código Penal, por cuanto su actuar cumple a cabalidad con los
requisitos exigidos en la descripción del delito de prevaricato

por acción, a saber:  i) 1os implicados, para el momento de los
hechos,  actuaban  como  servidores  públicos,  esto  es,  como

sujetos   activos   calificados  y  ii)   se   profirió  una   sentencia

manifiestamente contraria a lo consagrado en la ley, en la que i:

se contradijo el querer del legislador -como representante de la lll
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sociedad-  al  prever  una  sanción  mayor,  para  este  tipo  de
conductas.

4.2 De la tipicidad subjetiva.

Como  quiera  que  la  Fisca1ía  basa  su  pedimento  en  el

numera12O del artículo  332  de la Ley 9O6  de 2OO4  (existencia

de una causal que excluya la responsabilidad, de acuerdo con
el Código  Pena1),  remitiendo  al motivo previsto en el numera1

sluO; sdiedli=tiiue1:t3e2_adueiqCuóedlcgoOn ::nm=s(;:Of:ndde=PeOn::cniCóinb=) ey: ll
(

1a consagrada en el numera1 4O del mismo artículo (atipicidad

subjetiva   del   hecho   investigado),   se   encuentra   necesario

ahondar   sobre   la   forma   correcta   de   proponer   el   primer

supuesto  invocado   (error  de  tipo),  teniendo  como  norte  la

jurisprudencia  de  la  SaJ.a  de   Casación  Penal  de  la  Corte
Suprema de |Justicia.

Para tal efecto, bien está empezar por recordar que, según
lo dispone el numeraJ IOO del artículo 32 de la Ley 599 de 2OOO,

no habrá 1ugar a responsabilidad penal cuando:

aSe obre corL error inuencibk3 de que rLo corLcurre en su conducla unl

=pCuOe:ttio:tWoObJde:tul:sdeSd:auónnatiPtcCaausOa:e =: Wenx::yean lOiSal
responsab{lidad.  Si el error fuere uerLcibl,e la conducta será purible i

cuando la leg l,a hubiere preuisto corri.o culposa. »

Esta hipótesis se corresponde con el denominado error de l
t¿Pa:;c:o::r:e:ldCquude?í;  ;ehn::eO rSe;eñr:nmaadOG,lade:cloS:oacz ;i=nafod: l

¡
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corLocimj,en±o  defiectuoso   de  Zas   circunstcmcj,as   ?bjetiua:   del

rLecho que pertenecen al tipo legal,  con {ndependerLcia de quéi

estas tengcm cará.cter fácfico, esto es, de nafurcdeza descripti

(cosa, cuerpo, ccmsalidad), o rLorma±íva, de esencía comprerLsiv

(ajeridad, docmmen±o, fiJncíonario)" (CSJ . SP, abr.10 de 2O13,
rad.  4O116 y AP5629-2O17, rad.  49772).

Hace  poco,  en  la decisión  AP554,  feb.  20  de  2019,  rad,l

50O77, dicha Colegiatura insistió en la misma noción del errori;

de tipo, haciendo hincapié sobre su correcta ubicación dentrq

del esquema del delito y su diferencia con la conducta culposa,l

lo que resulta de suma importancia de cara a deteminar hacia
donde  apunta en realidad la solicitud  del ente persecutor enll

este caso.  Se dijo en esa oportunidad:

"Frert±e a la noción del erTor de tipo,1,a Sala de Casacj,órL Penal tienelii)ii

dicho   que   hace   referencia al   desconociiTriento   o   conocimiento

áe las ciTcurLstancias ob etiuas del hecho erterLeCx3rL

cxjn inde endencia de ue estas ten an cxITác±er

de naturcúeza descri caus alidad o normatiua

de esencia com re7is¿ucz errid ad documert±o 7icío7icz7io

1O  abr.  2O13,  rad.  4O116)15.

IJuego,  si  el  sujeto  asti,uo  astúa

(CSJ SP,

o  el,  corwenámierT±o  erTado  e

irLuencible de que erL su acción u orrisiórL rLo cori.curTe ringuna de las

e,cigencicis   rLecesarias   para   que   el   hecho   con~esponda   a   su

descnpciórL legaZ,  es  preciso  afirmar que

únicamente  cmte  l.a  ausencia  del

el  erroT  de  ti o  concurre

rimer  com onenle  del  dolo:  el.

coqrLosci±iuo. Así lo ha reconoc`ido esta Corporación desáe el auto deZ

24 de rrLago de 1983, al señalar:

l5 Reiterada en CSJ AP,  15 mar.  2O17, rad.  49429.
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. . . paTa que el erTor genere íncu,lpabtlidad es indispensabZe que posea
la  nota   de   Za  ínsuperatilid,ad,   es   deciT,   que   rLo  1;e   ha;ga   sido
humanamer{Íe  postble  eutiarlo  o  uerLcerl,o  pese  a  la  diligerLcia  y
cu.idado con que  ac+uó en el caso corLcTeto...  EuiderLciada esta nota
del erTor (su insuperab{1idad), l.a ciJ.lpabttidad rLo se da por cmsencia
de dolo en cucmto faI±aria urLo de sus elemerLtos:
de l.a concreta ti i.c¿dad de 1.a ia conducía

el. del conocíTrien±o
eest.

ecto co nosc,±ivo del acíuaT dol,oso.  Sien cambi,o el error exj,stió
de  rLe e71CZ'Cl descuido o  desctierLciÓ si el agente

debi;ó  g  pudo  haberlo  superado  hc¿bi.da  cuerúa  de  su  condiciórL
personal   y    de   l.cLs    ctrcmnstcmcj,as    en   que    ac±uó,   persiste   1.a

abitidad dolosa or desconocimiert±o intelectivo de la es
icidad  de  su  conduc±a ero  se  abre  l,a ec±iua   de  urLa

abitidad c"l OSa erL CuCl,n±O tnCum tió re rochableTrterúe el deber
de cui,dado ue Ze era exi ara eví±ar la roducción del, resultado
t!Ípj£g (Subragado fiJ,era de tex±o).

Tesis qu.e la Sala ha reí±erado, ert±re otras, en las providencias CSJ

SP,  3  dic.  2002,  rad.17701  g  CSJ  SP,  21  sep.  2O11,  rad.  35062,

últi:ma en la que se purtíualjzó:

La tipicidad irL±egrada en sus fases objetiva g  subjetiva, sierLdo de
Zas  segundas,  eZ  dolo  en  su  dob1.e  condicj,ón  de  conoci,rriento  y
uolurt±ad,

rri±i,vo
de donde eZ error de ti orLe l,a ausencj,a deZ elemerúo
co no ci,T"ie nt o del dolo en tanlo, que el erTor de prohibiciórL,

el sujeto st quiere g corLoce lo que hace, sin ernbargo, asume que s]J.
condusta rLo está prohíbida por l,a ley, por Zo tcmto, 1.e está perTri±ida
(Subragado füera de texto). . .»

El error de tipo, por otro lado, y de acuerdo con el numera1

10O  del articulo  32  del CÓdigo Penal, puede  ser de dos clases:

invencible y vencible. Esa misma Corporación ha señalado que

será.  tiinuerLcj,ble  cuando  rLo  l,e  sea  erig{ble  al  cmtor  ri  aún

actucmdo en forTm ditigen±e g aJ,id,adosa, es dectr, que l,a errada

irLÍerpretación     o   comprensión  no  dependa  de  su  culpa  o
rLegtigencia, cj.Tcu,nstcmcia que produce la afipicídad subjetiua g ,

iJencible, en caso qiJ,e el age"e lo pueda superar con un esfiJ,erzo

factibZe g que l,e era exigible con arTeglo a l.as ciTaJ.nstanci.as de

posibílidad de conocimierT±o , oport]midad g derrLás que rodeaTorL
Za oc"77re7ict'cz cZe Zos hec7iosJJ. (CSJ.  SCP.  Rad.  44678 de  2O14).
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Esta Sala Especial también se ha pronunciado acerca de
la diferencia entre estas dos clases de error de tipo como lo hizo

en  la  providencia  AEPOOO64,   dic.   6   de  2018,   rad.   52746,

±ndicarLdo  que  tí[l]a equiuocación  será itwerLcible  cuarLdo  rLo  Ze

sea  erigible  al  au±or  ri  aún  acfiJ,arLdo  en  f¡oma  diligerT±e  g

aJ:idadosa, es dectr, que la errada irúerpretación  o comprensión

---

rLo dependa de su aJ.lpa o negtigencía, ci.rcurLstancia que producelii

la afipic¿dad subjefiua g , uencible, en caso que el agerúe l;o puedaliii

superar con Tin esfiJerzo fastíble g que l.e era erig{ble con aTreglotii

a l,as circurLstanci,as de posibiZidad de corLocirrier[±o, oporturidadllii

g demás que rodec[ron la ocmrrencia de los hechosi6...7'.                 liii

En relación con este error,  la causa1  10a del articulo  32

define  que,  de  cara  al  error  vencible,  este  só1o  será punible

cuando  la  ley  haya  previsto  la  conducta  en  la  modalidad

culposa;  no  siendo ese,  se reitera,  el caso del prevaricato por

acción, el cual, como se indicó con anterioridad, siempre exige

de dolo para su configuración.

A su vez, la atipicidad de la conducta, a modo de causal

de preclusión,  está prevista en el numera1 4O  del artículo 3O2

de la Ley 9O6 de 2004, y es definida como:

a La falta de adecuación de la conduc±a en la descripción nomativa

especial que áebe resulfar de uri,a ualoracj,ón g correlaciórL; tario de
Zos  dif¡ererúes  el.emeníos  obüetivos  g  sub¡etivos  preuistos  erL  la

disposición,   corrLo   de   las   corLsideracj,orires  fásticas,   juridicas   y

probctiorias que acredtian l,a necesidad de porLer fim a ta acción penal

por c!z®chcz  ccmsc{F'  (CSIJ.   SP.   rad.   51964   de  2018,  negrillas

tomadas del texto origina1).

16  CSJ.  SCP.  Radicado No.  44678 de  1-XnO14.
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Importa  tener  en  cuenta,  como  se  enfatiza  en  AP368-

2O18,    rad.    51049,    que        ííZa   7io7mcz   7io   cZt'sti7igtJe   e7itre   ¿cz

cL±ipicidad  objetiva  g  l.a  subjetiua,  por  lo  que  l,a ri±erpre±aciórL

li±eral g si,stemáti.ca de dicho precepto, obliga conclrir qiJe 4j4Q

enunciado inclu e aTnbas cctie QZÍÍZ§,',  alpunto que  ífzJ7icz c!e Zcis

diferencias  erT+re el arcrúuo y l.a preclusiórL de Za tnuestigación,

radica, justcmenÍ.e, en que eZ primero sól.o es procederúe aJ,cmdo

los    hechos    rLo    eristierorL,    g/o    que    los    aco"±eci:mi,erilos

objetivamen±e  rLo  configuran  rirLgúrL  hecho  purible  -atipicidad

objetiua-;  rrientras  que  la  segumda,  lleua  corLsigo  Za  discusi,ón

sobre aspecíos subjetiuos de la tipicidad''.

De lo expuesto emerge evidente que el error de tipo no se

puede confundir, como se señala claramente en la antiquisima
providencia  de  24  de  mayo  de   1983,  referida  en  la  citada
AP554, feb. 20 de 2019, rad. 50077, con la atipicidad subjetiva

derivada de la ausencia de dolo porque la conducta es culposa,
esto es, producto de la negligencia o violación del deber objetivo

de cuidado del sujeto agente en aque11os eventos en que la ley, !

como ocurre con el delito de prevaricato, exige que sea dolosa. !

Ahora,  dependiendo  del  supuesto  de  que  se  trate  variará  la

causal de preclusión  del artículo  332  de la Ley 9O6  de  2004,

como lo ha pregonado lajurisprudencia de la Sala de Casación
Penal, acogida por esta Sala.

Lo anterior, porque si la atipicidad subjetiva surge de que

la conducta del sujeto agente es negligente o descuidada pero

no  alcanza  la  modalidad  dolosa  que  exige  el  tipo  pena1  -el

prevaricato, por ejemplo-en realidad no se está ante ninguno
de   los   supuestos   de   exoneración   de   responsabilidad   de1
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artículo 32 del Código Penal, por lo que no es correcto invocar

la causal segunda de  preclusión  que  remite  a esa norma.  El
motivo atinado  de preclusión en estos eventos  será la causal

cuarta por atipicidad del hecho investigado (subjetiva, porque

el problema radica en la ausencia de dolo pero no por un error t
-convicción errada-sino porque la conducta es culposa y el l

tipo pena11a exige dolosa).                                                                              l

Cosa distinta es que la atipicidad devenga del denominado

error  de  tipo,  en  cuyo  caso  dependerá  de  si  es  invencible  o

vencible,  como  también  se  sostuvo  por  la  Sala  de  Casación

Penal en la misma decisión AP554, feb. 20 de 2019, rad. 5OO77:

"Bajo esa línea d.e perLscLmierLto, huelga concluir queel úrico erTor cle

tiDo   aue   Zleua   a   declarar   ausencia   de   resDonsabüidad   es   eZ

inuerLcible ue rechaza el, dolo ues rto de erLde  de  la cuZ

encía deZ a rrierúras qu,e eZ error i,enc{bbe en conáuc±a
dotosa tmpüca la atlptctdad su.bóetiva por ausencta de doto,
en la medlda en que es un error que el au±or habíc\ poáído
evi±ar st hubiese hecho et esfiuerzo que te era exígtbte. El eiTor
uerLctble en deli±o cmlposo, de aaJ,erdo a rLuestra jurispruderLcia, sí es

purribZe .

De rnanera que,
rectustón

cl[  con urarse eZ r€rner eve"to rocede ta
or la causa1 2a deZ articuto 332 de la lre 9O6 de

2OO4. de darse el seau:ndo suceso. corresDonderia a ta causa1
4a.

Desde luego, rLo sobra recordar que, aunque en principio se ha dicho

que  el juez  de  conoci:mie"±o  clebe  restringir  sii  competenda  a  la
causal   de  prectusión   sustert±ada  por  la  Físcalía;  tal-  TrLcmdsto

ertcueitiTa su excepc¿Ón úrri;camerüe aJ,cmdo se irwoque ctiipicidad deZ

hecho ínuestigado (causa1 4a) g l.os elemerLÍos mctieri.ales probctiorios
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g evi.dencia fisica dem:ues±Ten ta ctusencla de doZo por err`or de
üpo i.nvenc¿ble (ari.  32-1O det Códlgo PenaÜ,
debe Za  a ZÍcacíón  de   Zcz  caztsaZ

ótests donde
t¿e  excZtt e  ta

onsabílídad or ser es ara eZ m ue sto
de  hecho  Dla:n±eadQ  u  r,o  c\fiec±a:r  ta  estruclura  det  Droceso

ctcusa;brto (CSJ,   SP   15  jut  2009,   rad.   3178O)17..."  (s,ubra:yas

tomadas del texto original, negrilla de la Sala).

En conclusión: si la conducta es culposa y la ley solo prevé

para ella la modalidad dolosa o si se trata de un error de tipo
vencible, que, dicho sea de paso, son dos fenómenos distintos

y,  por  ende,  de  diversa  demostración,  la  causal  correcta  de
preclusión que se debe invocar es la cuarta del artículo 332 de
la  Ley  906,  mientras  que  si  el  error  de  tipo  es invencible,  el

motivo procedente es el segundo del mismo ariículo que remite

a la causal décima del ariículo 32 del Código Penal.

--

Así 1as cosas, la propuesta principal de la Fiscal Séptima

Delegada  ante  la  Corte  anclada  en  la  causal  segunda  del
articulo 332  de la Ley 906  de 2OO4  resulta incorrecta porque i

invoca  un  error  de  tipo  vencible,  cuya  causal  adecuada  de l

formulación,  conforme ha quedado visto y de  acuerdo con la l

jurisprudencia de la Sala de Casación Penal, es la cuarta de la
misma    disposición,    que    la    funcionaria    formu1ó    como

sub sidiaria.

Empero, lo que en verdad se advierte es que la proposición

de  la  representante  del  ente  acusador  no  se  aviene  con  el

pretendido error de tipo vencible a que hace alusión, sino con

que la conducta desplegada por los indiciados es culposa y, por

l7 Reiterada en CSIJ AP,  18 may.  2011,  rad.  35826.
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1o  mismo,  exenta de  responsabilidad en la medida en  que  el
delito   de   prevaricato   por   acción   atribuido   no   admite   esa

modalidad sino exclusivamente la dolosa.

En  efecto,  a  lo  largo  de  su  exposición  la  señoliá  Fiscal

refiere   que   el   accionff   de   los   Magistrados   de   la   Sala

Jurisdiccional   Disciplinaria   del   Consejo    Seccional   de   la

Judicatura  JUAN   PABLO   SILVA   PRADA  y  JESÚS   MARÍA

SANTODOMINGO   OCHOA  fue   producto   de   su   descuido   y

negligencia  que  los  11evó  a  no  reparar  en  la  existencia  del

pará.grafo  del  artículo  43  de  la  Ley   1123  de  2OO7,  el  cual
contemplaba un incremento de la sanción de suspensión en el
ejercicio  de  la  profesión  impuesta  a  la  abogada  Clara  Elisa

Angarita Escorcia, por haber incurrido en la fálta a la debidal

diligencia   profesional   contemplada   en   el   numeral   10   dell

artículo 37 de la misma codificación disciplinaria.                         l

Demostración esta que,  aflora evidente,  no  se  acompasal¡l

con   el   anunciado   error   de   tipo   vencible   en   que   habríani

incurrido   los   magistrados,   sino   con   que   la  conducta  fuei

cometida con culpa al tenor de lo previsto en el articulo 23 del l

Código  Penal,  aun  cuando  el  resultado  sea  el  mismo,  valgal

decir, la atipicidad subjetiva que de ello emana con sustento en

1a causa1 4a de preclusión, pero en este caso,  se debe reiterar, !

no por error o por una convicción errada de los funcionarios
indiciados  al  no  haber  aplicado  el  parágrafo  que  contenía la

mayor intensidad de la sanción disciplinaria.

E11o   no   solo   se   desprende   del   contexto   global   de

solicitud de preclusión sino de las afirmaciones textuales
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funcionaria en desarrollo de la audiencia,  al aseverar que los
Magistrados indiciados ttno se det]J,ui.eron si uiera un rrLorrLerúo

aTa la reui,sión de Za scmción_q±±±im o71er,,18 esto es, en realidad

no hubo ningún juicio sobre el parágrafo que derivara en una
ttconvicción errada» para inaplicarlo.

Asi   mismo,    al    aseverar    que    su    conducta    #czu7iqzáe

objetiuamerL±e    coitiraria    al    rrLcmdctio    de    la   rLorma,    corrLo

ctiirLadarnerúe l,o destacÓ Za colegiaíura que reuisó en grado de
corLsulta, se corresponde a una acftud j,nhererúe, ci urLa fcú±a de
cuidado   en  l.a  suscri ción   de   l,a   dil:i. enCICZ O   me Or   erL   l,a

szÁS C7i ci,Ón de l.a serúencia ue otra tal g COmO ZoTesal,±ó el

colegiado que reuisó erL consul±a, e"fidad q]J,e fiJ,e l,a que detec±ó
la  falencia,  haci.erLdo  un  fiJ,erte  l,lclmado  de  ctiención  a  sus
homólogos  para  que  erL  el  fiJ,fiJ,ro  fiJ.ercm  rrLás  cu:idadosos  y

eutiarcm que estos casos uoluiercm a pasar'J\9 .

Bajo  la misma linea  argumental,  al  aducir,  en la parte
Íinal de su intervención, que fue un proceder  ííreL'esf{'cío cZe ±±z2Lc¿

concreta de d,ili e 71C,1'CZ g clcLro ese gerro rLo hubi.era ocurrido

si Zos cuestionados em ecx3 a las car as l,ab ora1.es Za con e sti,ón

ersona1 1,as   d,Í e nc!'cis ue  d,ebían

a,±erLder hubiesen acíiJ,ado dili erúerne"±e al momert±o -de hacer

1,a  sala,  o  si  se  quiere  leei-cOrrec±amert±e  el  ariíc"lo  43,  rLo<

solame"±e erL su inciso iricial, si,no en su pará,grafio, eso debieron
lLacer,   perO eso   se  re cz    e7t    tJricz de  cu:i,áado  en.  su

ons abilj,d,ad ncio rL al por  Za  fiorma  corTLo  se  modul.ó   al

queda,r desuíriuad,a l,a culpab{lidad dol.osa erL la real,ización d.el
hecho. . .»2o

18 Récord 42' del cd.  contentivo de la audiencia de sustentación.
19  Récord  44 JO3»  i'bi~c{em.
20  Récord  46J23''  i'bi~c{em.
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Refulge   diáfano   que   lo   que   pone   de   manifiesto   la

representante del ente persecutor es una conducta negligente,
ligera y,  si  se  quiere,  violatoria del deber objetivo  de  cuidado

que  asistía  a  los  funcionarios,  traducida  en  que  ni  siquiera:

:eOn:1udeedreüOenn:aas::teennC1:adei oPc=óaiffdffeO eernroCruedSet1Ót:; :: :une ino: l
términos  referidos  (no  hay  ninguna  convicción  errada  en  lal

aplicación del parágrafo, se insiste) , sino, en la comisión de una

conducta culposa, de acuerdo a lo expuesto de forma pacífica ,

por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia,
como en SP. dic. 7 de 2005, rad. 24696, reiterada, entre otras,

en SP.  abr.  9 de 2O14, rad.  NO 43363, en la que se precisÓ:

"Al ertirar en vigencia l.a Leg 599 de 200O, el legislador,  ctiendiendo

el  desarrotlo  y  auances  de  Zas  dos  ctiudidas fuert±es  gerLercLles  de

derecho rioc±rina y jurispmdencia-, seña1ó en su articukJ 23 que
tLa conducía es cmZposa cucLndo el resulíado típíco es produc±o de la\ii

infracción  al  deber  objetiuo  de  cuidado  g  el  agente  debió  haberlo

preiJisto  poT  ser preuistble,  o  habiéndol,o  preuisto,  confió  en  poderlii
eiJtlarlo',   concepc1ón  del  del:tio  imprudert±e  que   debe  eiT±enderse li

cLmor[jzada cort dos postulad\os,  aludidos en precedencia,  erigidosl
como rLormas Tec±oras preualeTTÍes y oriert±adoras de la inlerpretación

del sistema penal,  según las  cuales  tLa causalidad por st sola rLo

basta paTa la imputación juridica del resu1:±ado'  g  ttoda foma de
resporLsabtlidad   objetiva'   se   encuerLtra   proscria   o   erradicada

(ariículos 9,  12 g  13 ídem).

...Bl±±utor  debe  real,izar  Za  c:ondusta  como  lo  haria  urLa e7-so7tcz :

r cuzorL ab l,e nlde"±e ueSta erL el lu ci,T del, a de manera
si. no obra corL an-e lo a esas exi e7tcz-cis  z'7t irá el deber ob etiv o

de cridado. ElemeTtio con el que se aspira a que con la obseruancia

de las exigerLcias de cui,dc,do disrrimga aZ máJci:mo los riesgos pcrTa
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Zos biemes juridicos con eZ ejercicio de Zas ac¿iuidades peligrosas, que

es coiwcrido coTno el nesgo perm;tiido.

...El  crtierio  del  hombre  medio,  en  razón  del  aJ.al  el  fiJ.nciorLario

judícícú puede valorar la conduc±a compcLrándota con l,a que hubi,ese
obseruado un hombre pmdertfe g díligente sifuado en la posición del

cru±or.  Si el proceder  del  sujeto  age"±e permanece  defi±ro  de  esos

pará.metros rLo h,abrá uiolación al deber de cuidado, pero si tos rebasa

procederá   la   imprudencía   siempre   que   co"erjcm   los   demás
presupue stos típicos.

Respecto  de  l.os  eleme"Íos  subjetivos  en  el  detito  impruderúe,  1.a

presencia de  coyLtenidos  de esa naturaleza es clara.  En efiecto,  en
cuarilo al aspec±o uoZi±iuo, el resultaclo tipico debe corTesponder a una

ccmsalidad distirúa de 1.a prograiTLada para el ac±o al que dirigió su

uol:un;±ad eZ age"fe, y respecto del elemertlo cognoscitivo, es condi.ciórL

que el ci;utor haga terido 1.a posibílidad de corLocer eZ petigro qu.e la
cond;uc±a representa pcLTa los bienes juridicos g de prever el resul,±ado

con aTreglO a esa cogrLición2'.

Esclarecido   el   aspecto   relacionado   con   la   causal   de

preclusión a que en realidad se hace alusión en la solicitud, sin
que e11o implique variar el pedimento o el motivo invocado en
cuanto se acudió a e11a con carácter subsidiario, procederá esta

Sala Especial  a valorar  los  elementos  materiales  probatorios

aportados  por  la  Fiscalía  en  aras  de  determinar  si,  como  lo

depreca,    se    configura    la    causal    4a    de    preclusión    de

investigación prevista en el artículo 332 de la IJey 9O6 de 2OO4,

por atipicidad  subjetiva de la conducta (ausencia de dolo)  en
favor  de  los  doctores  JUAN  PABLO  SILVA  PRADA  y  JESÚS

MARÍA SANTODOMINGO OCHOA.
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Pues   bien,   como   se   vio,   para   el   ente   acusador   ell

comportamiento de los indiciados fue negligente y descuidado l
-culposo-en   tanto   c\,nfluyeron   algunas   circunstancias, l

acreditadas    probatoriamente    que    conducen    hacia    esa¡

conclusión, como (i) 1a excesiva carga laboral de los despachos

de los magistrados sumada a la insuficiencia de personal para
atender los  asuntos;  (ii)  el  arribo  tardio  del  caso  al despachol

del magistrado ponente y las incidencias de su tramitación que l

propiciaron la inminencia  del fenómeno  de la prescripción de l
1a acción disciplinaria seguida en contra de la abogada Clara

Elisa Angarita Escorcia y a que  (iii) 1a aplicación del parágrafo

contentivo de la agravante del monto de la sanción no era de

uso frecuente, aspectos todos que, en suma, determinmon que
no  se  hubiera reparado  en  su  existencia,  situación  esta que
habria podido evitarse si los indiciados hubieran actuado con

la diligencia debida.

En  torno  al  primer  punto,  esto  es,  a  la  excesiva  carga¡

laboral  de  los  despachos  de  los  Magistrados  SILVA  PRADA y

SANTODOMINGO  OCHOA y la insuficiencia de personaJ. para

evacuarla,  se  tiene  que  obran  en  el  plenario  las  estadisticas

trimestrales   del  despacho   del  primero   en   mención   -quien

fungió como ponente de la decisión sancionatoria de enero 2 1

de    2O16-    correspondiente    a    los    años    2013    a    2O16,

incorporadas   a  través   de+l   informe   de   Policía  Judicial   No.

9106473  de julio   14  de  201721,  documentación  obtenida  enl

desarro11o de la diligencia de inspección realizada e1 5  de julio i;

anterior  en  la  sede  del  Consejo  Seccional  de  la  Judicatura-

Administrativa de Bucaramanga y que  se  corresponde  con la

21  Fols.  84 a95 del c.  anexo 3.
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entregada   por   el   procesado    SILVA   PRADA    durante    su

interrogatorio llevado a cabo el 5 de abril de 201722, en el cual,

sobre el particular, expuso lo siguiente:

"(...)  Quisiera  e"±orLces  acotar  que  conf:orme  al  rec"ert±o  que  h;e

realjzado, este proceso tuvo un trárri±e nomal hasta septiembre de
2015, esto es, fui progrcLmando e impulscLndo las audierLcias a l.a paT

con  las  aproximadamerie  230  irwestigaciorLes  de  abogado  que

siempre estárL a rri cci.rgo de  sól,o abogados, porqiJ.e ha:g  otro tart±o

de investigaciones respeclo de funcionarios. Mi carga labdral es de
aprorimad.amerúe 45O procesos (. . ) .

Lo  anterior,  en  sus  palabras,  generó  1a  "desatenciónJ7

consistente en no aplicar el parágrafo del articulo 43 de la Ley

1123  de  2OO7  en  el  monto  de  le  sanción  disciplinaria  a  la

abogada Clara Elisa Angarita Escorcia,  por  ííJczs cz'rctáristci7ic¿czs

de exceso de trabajo g de presiórL pemcmert±e que iJi,iJi,mos en

estas  salas  disciptirLcLrias,  rri.áJáme  que para  la  época  de  l,os l

hechos g  hasta la astualidad sorrLos los úrtj,cos que cort±amos i

con un c"xi.1iar en el despacho, a difierencía de todos los demás
magistrados  del  pccís,  quierLes  cuer,±cm  por  lo  rnenos  corL un

abogado  asesor  cLdi,ci.onal.   Y  l.a  necesidad  de  personal  es

cmplicmert±e conocida por el Corisejo Superior de la Judicatura,

Sala  Adrriristrafiua,  tcm±o  así  que  ertlTe  agosto  de  2O13  g

nouiembre  de  2014  a  l,a  Sa1.a  Disctptinaria  de  Scm±ander  le

desígnaron  ese  cargo  de  abogado  asesor.  IÁ,  indi,cado  para

poner de preser[±e que nosotros trabajamos en urLas condici.ones
i"ug precarias, corL una gran presión labora1. Además, a cada
despacho  le  ingresan  merLsualmeníe  erL  promedio  urtos  50

procesos  iTLclui,clos  tLJlelas  g  habeas  corpus,  cifra  Qi}Je  en  la

22  Fols.   18  a  81  Íb,|cíerrii
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acfiJ,alidad   ga   asciende   a   6O...   Yo   la   uerdad   rLo   qiJ;iero

ex±e"derme Tnás sobre esas condicLones precarias que üi,uimos

en las Corporaciones, g en concTe±o de l,a cmal hago parte, pero

estamos sufriendo un tratamierúo discrirrinctiorio que conduce

ya de tiempo ctiTás al petigro d,e corneter errores corri,o el que aquí
se inuestiga. . . %

El      también      indiciado,       doctor      JESÚS       MARÍAI

SANTODOMINGO OCHOA, ratifica esa situación de exceso de i

trabajo que agobiaba a esa corporación en general y de la que
no  estaba  excluido  su  despacho,  como  de  e11o  dio  fe  en  su Í

interrogatorio rendido e17 de julio de 2017, asÍ:                               l

"[C]onsidero que eso se gerLeró debido a la alla carga Zaboral, ga que

mi  despacho  mcmejaba  cLproximadamer,±e  6OO  expedierties  en  l,a

semcma, hacía 27 audierLcias, terLÍcLmos que Tesoluer tu:±elas, recibir

testimorrios  en  los  procesos  de  la  Ley  734  contra  los  servidoTes

púbücos g que además rl,o cortiábamos con eZ personal necesari,o erL
cada despach,o,  ya que  en el que uc,  dirigía sólo  se  erLcorúTaba el

suscrtio g la secretaric;. . Q4

Coincide lo anteriormente expuesto por los indiciados con

lo afirmado por quienes se desempeñaron como colaboradoras

de sus despachos, valga decir,  Nayibe Navarro Rivera e lveth

Lucia Pinto Borja con el doctor SILVA PRADA y Libia Zamara

|Jaimes  iJaimes  con  el  doctor  SANTODOMINGO  OCHOA.  La

primera  en  mención  expresó,  en  entrevista  de  4  de julio  de
2O17, lo siguiente:

23  Fols.  9 y  10,  íbi'cZem.
24  Fols.  99 y  lOO  i'bl'c!em.
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"PREGUNTADO:  DIGA  AL  DESPACHO  CUÁL  IIA  SIDO  LA  CARGA

LABORAL   DEL   DOCTOR   JUAN   PABLO   SILVA,   DEL   PERIODO

COMPRENDIDO 2016 A LA FBCHA. CONTESTÓ: Para daT respuesta,

la erúreuista (stc)  procede a impriTTúr la estadística mes ¿ TrLes que

se enCuen:±ran erL exceZ,  en 2016:  eri.ero íngresarOn 54 ProceSos,  en

fiebrero 52, erL maTzo 39, en abri1 55, en mcLgo 42, en jurio 62, juho
44, en agosto 64, en septiembre 38, en oc¢ubre 48, en nouiembre 62

g erL dicíembre 6, en 2017, erL enero 57, enfebrero 56, en mcirzo 55,
en abriZ 58, en mago 69 g en jurio 5O»25.

Más adelante, en la misma diligencia, acotó:

<'Yo estog en el Despacho desde septiembre de 2O16, pero st estuve

rincul.cLda al DespcLch.o desde la SecTetaria desde 2O 13 -2O 14, 3±m&

corLsta la cari a laboral tarL rande ue tiene deZ Des ga que)

sóZo   son   eZ   McLgistrado   g   l,a   AuxitiaT   para   evacmaT   todos   los

procesos% .

Por  su  parte,  Iveth  Lucia  Pinto  Borja,  en  la  entrevista

rendida e126 de abril de 2O18, señaló sobre ese mismo punto:

\

ttson  "uchísi,mas  Zas  funciones  que  se  tiene  como  auxiliar  del

despacho  g  en  general  deZ  despacho  toda  uez  que  son  sol.o  dos

persorLas  que  tienen  que  propender  por  eZ  im,pulso  g  la  gestión
rLecesari,a  para  que  el  despacho  eiJac"e  Za  excesi.va  cart±idad  de

procesos que lZegcm aZ mismo para su respectiuo trcLmtie. Yo i-ecibía
Zos procesos de rep arto esto es discípZinarios contra abogados, co"Íra

fiJ.ncionarios,   cortira  cmxtliaTes  de  Za  justicia,   acy=j.ones  de  tu±ela, ilii
despachJos corrisorios, c:onftc±os d.e competencia ü tos procesos que

entrabcm  de  l.a  secret:aria  paTa  su  impulso,   decirsión  g   trárri±e

correspondierL±e.   Quiero   resal:±aT   que   son  muchas   las   cosas   g

actii,idades que tienen que desarroll,arse por parte det magistrado,

25  Fo1.   103  Íb,'dem.
26  Fo1.   104  t'b¿c!eml
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de su auri:1iar g tambiérL de la secretaria de la sal.a paTa poder Tnedio

tener  en  equilibrio  de  ccLrga  el  despacho,   debiérLdose  de  formcL

obtigctioria tan±o para el magistraáo corrLo paTa el resto de personal

ertunciado trabajar de forma excesiua en jomadas ex±ermcm±es . . . "

Al ser indagada concretamente por el volumen laboral del

desp&cho  &dujo®.  ttNo  tengo preserúe  este  da±o,  pero  sí puedo

decir que era al.±o y que hacía,mos l.o posíbZe con el doc±or para

que la estadística ri,o aume"±ara'J28

-

A su vez,  Libia Zamara Jaimes Jaimes,  dependiente  del

Magistrado SANTODOMINGO OCHOA, destacó que no solo en

su  despacho,   sino  que  en  todos  los  de  la  corporación  se

implementaban medidas para prevenir la prescripción, aunque
"eXiStia  rn,uU  POCO  PerSOrLal  tanío  en  secretaria  corrLO  erL  lOS

despach;os, pues estos úl.ti,mos solo cort±aban con el m.agistrado

g  la  auriliar  g  se  daba prelación  a  Zas  accj,ones  g  trár"ties
urgerúes'' 29 .

Así m±smo  adujo  que  t{pese  a la agilídad en los trámi:±es

de  los  procesos  de  abogados  dada  l,a  oratidad,  erL  ciertas
circunstancj,as   se   suspendícm   g   se   tenían   qu,e   uoluer   a

reprogramar  l,as   audíencias   de   aaJ,erdo   a  Za  agenda  del
despacho debido a la cartfidad de carga laboral*O .

De lo expuesto asoma indiscutible que los despachos de

los  magistrados  de  la  Sala  Jurisdiccional  Disciplinaria  del
Consejo Seccional de la Judicatura de Santander, pese a tener

27  FolI  235  ¡bídemI
28  Ib{clem.
29  Fo1.  245  ,'bi'cZem.
30  Ibídem.
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una carga laboral significativa,  no contaban con el suficiente

personal de apoyo para su evacuación, limitado éste al propio
magistrado  y  a  un  solo  auxiliar judicial,  circunstancia  que
objetivamente  podía conducir a que los  asuntos  sometidos  a

su   consideración   se   11egaran   a  tramitar   sin   la  necesaria

diligencia y  cuidado  que  ameritaban,  dando  lugar  con  ello,

conforme lo señala el propio indiciado doctor SILVA PRADA, a

incurrir en desatenciones como la que es objeto de estudio.

Talnbién  propiciÓ  1a  situación,  según  ya  se  anticipó,  el

hecho  de  que  la  compulsa  de  copias  que  originó  el  proceso

disciplinario  contra la abogada Clara Elisa Angarita Escorcia

en la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de

la Judicatura de Santander, se produjo luego de transcurrido
un tiempo considerable desde cuando sucedieron los hechos,

así como las incidencias procesales que se presentaron durante

su tramitación,  aspectos que,  en conjunto,  deteminaron un
riesgo inminente de prescripción de la acción y que obligaron a

imprimirle   trámite   urgente,   contribuyendo   e11o   a   que   se

incurriera en la omisión objeto de aná1isis.

Al   respecto,    téngase   en   cuenta   que   la   infracción

disciplinaria tuvo ocurrencia el 5 de mayo de 2011, día en que

la profesional Angarita Escorcia no  asistió  a la audiencia de

pacto  de  cumplimiento  adelantada  en  el  Juzgado  Sexto  del
Circuito Administrativo de Bucaramanga, y que la actuación
solo arribó al despacho del Magistrado Ponente, doctor |JUAN

PABLO  SILVA PRADA, e16 de diciembre de 2O13, producto de

la compulsa de copias ordenada por la Personeria de la misma

ciudad para que se investigara la conducta de la abogada, igua1
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data    en    que    el    Magistrado    Ponente    dispuso    avocar
conocimiento31, esto es, tras más de dos años y siete meses de

sucedidos los hechos.

En  ese  orden,  es  cierto,  como  lo  afirma este  indicado y  l

sus asistentes judiciales Nayibe Navarro Rivera e lveth Lucía

Pinto  Borja,  que  habia  transcurrido  un  tiempo  considerable

que  imponía  acelerar  el  asunto  para  conjurar  el  riesgo  de
prescripción de la acción disciplinaria,  pues,  de conformidad
con el articulo 24 de la Ley 1123 de 2007 (Código Disciplinario

del Abogado) , dicho témino es de cinco (5) años íícontczc!os pcircz

las fial±as instarúáneas desde el día de su. consurnación''.

Sobre   ese   particular   también   depuso   el   Magistrado il

Carmelo Tadeo Mendoza Lozano en su entrevista efe¿tuada e1

5 de julio de 2017, cuyo dicho resulta relevante en cuanto se

trata de quien salvó el voto frente a la decisión objetivamente

contraria a derecho. Al respecto, expresó:

"En  Za  Sala  del  15  de  enero  de  2016,  que  fiJ,e  la  primera  Sala

Ordinaria del cLño, se discutierorL y  dialogcLTorL estos aspectos con el

doc±or   JUAN   PABLO   SILVA,   y   rec"erdo   que   propuse   que   se

suspendiera la discusiórL para rrLayor reflexión sobre el tema porque

go  uerria  absol.uierLdo  y  archiuarLdo  esta  clase  de  i"estigaciones

fi-e"fe  a  los  abogados  que  rLo  íbcm  a  Za  AudierLcj,a  de  Pac±o  de
Cump limie rt± o ,

encia en de
a Zo  cmal  el, doc±or JUAN  PABLO me  di ue había

el, cciso ue si bi,en era urL radicado cle 2O13

los liechÁJs ercm del rimer sernestre del 2011 estab a róxirrLo a la

resc7i ci.ón. Arrie eíI,o eriionces declaramos el em se dis
coTTvocc[T  a  l,a  Sala  Trial  a  la  ma or  brevedad rocediéndose  a
realizar el eues si ui.ert±e erL la cu.al. reatizamOS la ri.mera sala trial

31  Fo1.  97  del c.  anexo  4.
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d.eZ año se discutió el ecfo en;Íre los tres rna i strado s g et doc±or
JESUS MARÍA compartió el fundcLmertio de la scmciórL progec±ada por

el doc±or JUAN  PABLO,  y  go forrrLalicé que  saluaria el uoto,  lo cua1

1rice corL posterioridad, uiia uez fiJ,e pasado el expedieirie al Despacho

pczrcz tGZfi7t. J€2 (subraya fuera de texto).

Si  a  la  anterior  circunstancia  se   aúna  la  dificultad

procesal    derivada    de    que    no    fue    posible    lograr    la
comparecencia personal de la disciplinada Clara Elisa Angarita
Escorcia33,   ante   lo   cual  fue   necesario   declararla  persona

ausente y designarle defensor de oficio34, y que el profesional

nombrado no asistió a la audiencia de pruebas y calificación,

lo   cual   determinó   1a  designación   de  uno   nuevo35  y  que,

además, hubo posturas contrarias en la Sala dual inicialmente
conformada  por  los  Magistrados  SILVA  PRADA  y  Mendoza

Lozano,    resulta   pertinente    inferir    que    la   amenaza   de

prescripción era real,  cuya consecuencia concreta fue contar  li!
l

con un periodo menor para tomar la decisión.

Ahora,  el hecho de  que las discusiones  se centraran en
ese  aspecto,  y  que  el  Magistrado  Carmelo  Tadeo  Mendoza

Lozano   salvara  el  voto  y  nada  haya  expresado   sobre   la
inobservancia    del    agravante     en    los    motivos    de     su

inconformidad, es indicativo de que realmente tal norma, aún

para quienes transitan diariamente en el derecho disciplinario,
no era de frecuente aplicación.

32  Fo1.  162  c.  anexo  3.
33 Fol.  73  anexo 4.
34 Fo1.  77  íbi'c!em.
35 Fo1.  78  i'b¡ciem.
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Además,  el Magistrado  ponente  expresó  que,  pese  a  su  i

amplia experiencia en el cargo, nunca había advertido un caso  i

similar  al  de  la  disciplinada,  esto  por  cuanto  las  acciones

disciplinarias   que   adelantó   apuntaban   a   deteminar   la
responsabilidad de abogados que habían suscrito contratos en  !

e1 ámbito particular con sus clientes, razón por la cual el caso  l

se  mostraba  diferentei a  lo  que  normalmente  se  tramitaba,  l

como lo sostuvo en su interrogatorio de abril 5 de 2017:

k(. . .) yo ga terria urL desempeño de s cLños g medio aprorimadcLme"±e

como magistrado dis ciplinario
de   caTi

omós e7t 7ith una sentencia o

o  había  sanciorLado   al. ún  abo ado  con  base  en  el.

del ariíaJ,Zo 43 de l,a Le 1123  de 200 es decir, esta tio

es  urLa rLorma  de  uso  diario  o  habtiual,  en  otras  palabras,  esa

agrauarúe debía aplicarla y desafortu,rLadcmerLte ri,o se hjzo, 1,o cual

eviderLleme"±e consttiuyó una descr±endórL (. . .)''36

En la misma diligencia añadió: t¢ /. . ./ rio exz-sfe ci7LtececZe7ite

alguno  de  apticación  de  esa rLorma  en  sen±erLcias  en que  go

haga tomado parte para profierimiert±o, tci,n±o en eZ depaTtamerrio

de Sa,n±cmder como en el del Magdalena'r37

Coincidiendo  con  su  compañero  de  Sala,  el  Magistrado

Carmelo  Tadeo  Mendoza  Lozano  refirió  en  su  entrevista  lo

siguiente :

ttYo  ejerzo  este  cargo  en  esta   Sala  desde   ocfiJ.bre  de   1999  y

re_almert±e  no  rec"erdo  aue  haua  urL  Drecedente  de  uTLa  scmción

ca sobTe l.a dosi, caciórL  de  Za sanción  en  estos  casos`  esa

rLorma es del 2OO7, en teoria establece urLa rrLagor sanciórL erL c"artio

36  Fols.   1O y  11  z'b¡'c!em.
37  Fo1.   15,  ¡c!em.
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a  l,os  lírri±es  de  1.a  suspensión  cuando  eZ  abogado  represen±a  l,a

ert±idad oficíal, g de lo que si estoy seguro es que con la i:Ttieruención

del    d.oc±or    JUAN    PABLO    o    deZ   doc±or   JESUS    MARÍA    como

Magistrados de la Sala rLo tuuirrLos ringuna disc"sión "i refiererria

alguna sobre la apticaciórL d.e ese aspec±o de la sanciónl88 .

También   corrobora  lo   dicho   por  los   Magistrados,   la

respuesta suministrada por la auxiliar judicial Nayibe Navarro
Rivera,     quien    al    indagársele    sobre    la    existencia    de

antecedentes  o  casos  similares  respondió  con  una  negativa
contundente39 .

De otro lado, evidencia la Sala que no es factible constatar

relación alguna de amistad o cercanía entre los Magistrados y

la llamada a responder  disciplinariamente,  a quien,  aunque
inadecuadamente  se  le  suspendió  de  la  profesión  por  un
término de 2 meses, se itera, no obra en el expediente elemento

material probatorio, información o indicio alguno que permita

evidenciar un interés corrupto en búsqueda de beneíiciarla o

favorecerla injustamente.

Todo  lo  contrario,  el  cometido  del  Magistrado  ponente,

desde    un    principio,    como    el    mismo    lo    relata   en    su

interrogatorio,  era propugnar porque  la fá1ta disciplinaria no

quedara  en  la  impunidad,   por  lo   que,   dentro   del  marco
sancionatorio  propio  del  derecho  disciplinario,  optó  por ñr+

sanción  de  suspensión  en  lugar  de  la  multa  o  inclusive  la

declaratoria de ausencia de responsabilidad de la procesada,
tal  y  como  lo  argumentó  su  par  Carmelo  Tadeo  Mendoza

38  Fols.  162  y  163  ¡bt'c!em.
39  Fo1.   105  Íbi'cZem.
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Lozano.   Situación  que,   en  gracia  de  discusión,  condujo  a

posturas divididas en la decisión.

De acuerdo con lo dicho y de los elementos de convicción

obrantes en el plenario, es pertinente concluir que el actuar de

los indiciados dista de acomodarse a una conducta dolosa, por

tcruaitd=:eo , pd:aucnuayae:1idoednutcecioyiOlcaoC:O;nuyedre:n :oesb ef:ctOobrU:estlvViOstods:  lí

Se  trata,  entonces,  de  un  comportamiento  imprudente

que,  por supuesto, podría haberse evitado si los Magistrados
JUAN       PABLO       SILVA       PRADA       y       JESÚS       MARÍA

SANTODOMINGO    OCHOA   hubieran    actuado    con   mayor

diligencia   y    atención,    sin    que    sea    posible    atribuirles

responsabilidad  penal  en  la  medida  en  que  la  conducta  de

prevaricato   por   acción   atribuida   exige   de   dolo   para   su
realización.  Tampoco  es  dable  asegurar  que,  de  continuarse

con la persecución penal,  las pesquisas  puedan  arrojar una
conclusión diferente a la expuesta.

Para culminar y respecto de lo argumentado por el doctor

|JUAN  PABLO  SILVA  PRADA  en  la  audiencia  de  solicitud  de

preclusión,  referente a que en el presente caso no se produjo
una  lesión  efectiva  al  bien jurídico  tutelado  y  que  de  haber
existido solo sería atribuible a su superior jerárquico, esto es,

a la Sala Disciplinaria del Consejo  Superior de la Judicatura
en la medida en que actuando en grado de consulta no corrigió
el  yerro,  entiende  la  Sala  que  no  es  necesario  abordar  esa

discusión     relacionada     con     aspectos     básicos     de     la
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antijuridicidad, como quiera que la preclusión aqui dispuesta
opera en sede de tipicidad.

Consecuentemente,   se   decretará   1a   preclusión   de   la

indagación por el delito de prevaricato en favor de los doctores

JUAN PABLO SILVA PRADA y JESÚS MARÍA SANTODOMINGO

OCHOA, al mparo de la causal cuarta del articulo 332 de la
Ley 9O6 de 20O4, por ausencia de tipicidad subjetiva.

En   mérito   de   lo   expuesto,   LA   CORTE   SUPREMA  DE

JUSTICIA, SALA ESPECIAL DE PRIMERA INSTANCIA,

RESUELVE:

PRIMERO.  PRECLUIR,  por atipicidad de la conducta, la

investigación  que  por  el  delito  de  prevaricato  por  acción  la

Fisca1ía General de la Nación adelanta en contra_ de los doctores

JUAN PABLO SILVA PRADA y iJESÚS MARÍA SANTODOMINGO

OCHOA,    en    su    condición    de    Magistrados    de    la    Sala

iJurisdiccional   Disciplinaria   del   Consejo    Seccional   de   la

Judicatura  de  Santander,  y,  en  consecuencia,  CESAR  con
efectos de cosa juzgada la acción penal.

SEGUNDO.   NOTIFICAR   en  estrados   esta  decisión,   y

AI)VERTIR que contra e11a proceden los recursos de reposición

y apelación.

TERCERO.  ARCHIVAR la actuación,  una vez quede  en

firme esta providencia.
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Notifiquese y cúmplase,

•        -            .       HrIJSTqrTORRES ROJAS
Magist ra do

ARIEL A
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